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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

24146 Sala Segunda. Sentencia 176/1998, de 14
de septiembre de 1998. Recurso de amparo
2.566/1994. Contra Sentencia de la Audien-
cia Provincial de Las Palmas, dictada en ape-
lación de juicio de faltas. Vulneración del dere-
cho a la tutela judicial efectiva: Sentencia dic-
tada «inaudita parte».

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don José Gabaldón López, Presidente; don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Cam-
pos, don Carles Viver i Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.566/94, interpuesto
por don Salvador Hernández Medina, a quien representa
la Procuradora de los Tribunales doña María Paz Juristo
Sánchez, con la dirección del Letrado don Benito J. Sán-
chez Perdomo, contra la Sentencia dictada por la Sección
Quinta de la Audiencia Provincial de Las Palmas, en rollo
de apelación núm. 40/93. Ha comparecido el Ministerio
Fiscal, siendo Ponente el Magistrado don Rafael de Men-
dizábal Allende, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Don Salvador Hernández Medina, representado
por la Procuradora doña María Paz Juristo Sánchez y
en escrito que presentó el 15 de julio de 1994, interpuso
el recurso de amparo de que se hace mérito en el enca-
bezamiento, relatando que fue denunciado en el Juzgado
de Instrucción de San Bartolomé de Tirajana por una
supuesta ingestión de alimentos causantes de salmonela
en el restaurante «El Toro Negro», del cual es titular
el recurrente. Las diligencias previas inicialmente incoa-
das fueron convertidas en juicio de faltas por el Juzgado
núm. 5 de la referida localidad, que dictó Sentencia abso-
lutoria el día 3 de junio de 1991. En fecha 12 de junio
de 1992, es decir, un año después de la Sentencia, se
dio traslado al demandante de amparo del escrito de
interposición de recurso de apelación a través de pro-
videncia del Juzgado que le concedía el plazo de diez
días a fin de formular alegaciones contra dicho recurso
de apelación. Trámite que evacuó en escrito de 16 de
junio siguiente, en el que, en síntesis, manifestaba que
no debía ser admitido dicho recurso al no estar el mismo
formalizado, conforme al apartado 30 del art. 6 de la
Ley 10/1992, de 30 de abril, y poniendo de manifiesto
la imposibilidad de impugnar dicho escrito al carecer
de fundamentación, por otra parte obligada, según los
arts. 795 y 796 L.E.Crim. El Juzgado de Instrucción

núm. 5 de San Bartolomé de Tirajana le citó el 30 de
noviembre de 1992, emplazándolo para que compare-
ciera ante la Sección Cuarta de la Audiencia Provincial
de Las Palmas, en donde se personó mediante escrito
del día 9 de diciembre de 1992. Según el demandante,
el siguiente acto de comunicación que tiene es la citación
a fin de que compareciera en la sede del Juzgado de
Instrucción el día 24 de junio de 1994, donde le fue
notificada y entregada la Sentencia de la Sección Quinta
de la Audiencia Provincial de Las Palmas de fecha 25
de marzo de 1994. Por dicha Sentencia se condenaba
al solicitante de amparo a una indemnización de daños
y perjuicios.

En la demanda de amparo invoca el art. 24.1 C.E.,
que habría resultado vulnerado a consecuencia de la
celebración de la vista del recurso de apelación del juicio
de faltas en que el recurrente resultó condenado sin
que le hubiera sido notificada la fecha de celebración
de dicho acto, causándole indefensión; lesión del dere-
cho fundamental a la tutela judicial que también se pro-
duce al no haber podido el actor rebatir el recurso de
apelación que fue admitido careciendo de toda funda-
mentación. Al efecto, refiere las SSTC 9/1991, 63/1982
y 43 y 117/1983. Concluye solicitando que otorgado
el amparo que pide, sea dictada Sentencia en la que
se declare la nulidad de la Sentencia recurrida. También
interesó que, entre tanto, fuese decretada la suspensión
de la ejecución de la Sentencia impugnada.

2. La Sección Cuarta acordó el día 16 de febrero
de 1995, y antes de resolver sobre la admisión a trámite
del recurso, requerir de la Sección Quinta de la Audiencia
Provincial de Las Palmas la remisión de las actuaciones
correspondientes al rollo de apelación núm. 40/93,
dimanante del juicio de faltas núm. 3.597/88, del Juz-
gado de Instrucción núm. 5 de San Bartolomé de Tira-
jana. En providencia de 4 de abril de 1995, la Sección
decidió admitir a trámite la demanda de amparo y formar
pieza separada para la tramitación del incidente de sus-
pensión, acordando dirigir atenta comunicación al Juz-
gado para que en el plazo de diez días enviara certi-
ficación o fotocopia adverada de las actuaciones corres-
pondientes al referido juicio de faltas, y el emplazamiento
de quienes hubieran sido parte en el proceso para que
pudiesen comparecer en este amparo, si les conviniere.

En cumplimiento de lo acordado se abrió pieza sepa-
rada para tramitar la solicitud de suspensión, dando tras-
lado por término de tres días al recurrente y al Fiscal
para que alegasen lo que tuviesen por pertinente sobre
tal solicitud. El traslado fue evacuado mediante sendos
escritos presentados el 12 de abril de 1995, y en Auto
de 5 de junio, la Sala Segunda denegó la suspensión
solicitada.

3. En providencia de 12 de junio, la Sección Cuarta
acordó dar vista de las actuaciones recibidas al recurren-
te y al Fiscal por plazo común de veinte días; plazo que
dejó transcurrir el demandante de amparo sin que se
hubiera recibido escrito alguno en este Tribunal.
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El Fiscal presentó escrito el 6 de julio, en el que inte-
resó el pronunciamiento de Sentencia por la que se otor-
gue el amparo pedido. Para llegar a esta conclusión,
alega que la resolución judicial que se impugna fue dic-
tada inaudita parte por causa no imputable al solicitante
de amparo, sino al órgano judicial. La Audiencia no noti-
ficó al actor la fecha de la celebración de la vista del
recurso de apelación a pesar de estar personado en for-
ma, lo que le impidió hacer alegaciones atinentes a su
derecho en dicho trámite procesal. Además, la Sentencia
vulnera el derecho fundamental a la tutela judicial efec-
tiva del art. 24.1 C.E, porque el Juzgado y la Audiencia
admiten el recurso de apelación sin que el escrito inter-
poniéndolo contuviera los motivos del recurso en cum-
plimiento de la norma procesal, por lo que el demandante
no ha podido conocer los argumentos y la motivación
de los apelantes, lo que le ha causado indefensión.

Son, pues, dos los argumentos que llevan al Fiscal
a patrocinar el presente amparo a raíz de constatar que
existió un incorrecto emplazamiento del demandante por
parte del Juzgado. Como consecuencia de este error,
el recurrente se personó en la Sección Cuarta cuando
la que conocía en realidad de la apelación era la Sección
Quinta, la cual sólo tiene por comparecido a la parte
apelante y, por tanto, no pone de manifiesto los autos
al apelado ni le cita personalmente para la vista, a pesar
de aparecer incorporado al rollo de apelación un escrito
de personación del demandante de fecha posterior a
la citación para la vista, pero anterior a su celebración;
tampoco se le cita personalmente ni en su domicilio,
solamente se hace constar que telefónicamente el día
anterior a la vista se notificó al Letrado que el juicio
oral sería el día siguiente. Sobre la base de la doctrina
de este Tribunal, que incide en la especial relevancia
de la correcta práctica de las citaciones, notificaciones
y emplazamientos para que se lleve a cabo la tutela
judicial efectiva que dispone el art. 24.1 C.E., resulta
que se privó al recurrente de la posibilidad de hacer
valer sus derechos mediante la oportuna comparecencia
y alegaciones, por lo que la actuación de los órganos
judiciales, error en el emplazamiento del Juzgado e inac-
tividad procesal respecto a la citación para la vista, pro-
ducen la incomparecencia en ella y la indefensión del
demandante que no pudo hacer sus alegaciones res-
pecto a su derecho con quiebra del principio de bila-
teralidad y contradicción. Para ello, dice el Fiscal, el Tri-
bunal Constitucional ha señalado reiteradamente que
siempre que sea posible debe verificarse el emplaza-
miento personal en el propio domicilio de quienes hayan
de comparecer en juicio como partes, debiendo el órgano
judicial constatar que el acto de comunicación se ha
realizado y que efectivamente ha llegado a conocimiento
de la parte, extremando la diligencia para ello a los efec-
tos del cumplimiento del contenido del derecho funda-
mental a la tutela judicial efectiva.

Por último, el Fiscal ve también infracción del art.
24.1 C.E. en el hecho, denunciado por el demandante,
de que el escrito de interposición del recurso de ape-
lación no contenía los motivos en que se fundaba, por
lo que éste no pudo conocer los fundamentos de la ape-
lación y, en consecuencia, no pudo impugnarlos, defecto
procesal que afecta al centro del derecho a la tutela
judicial efectiva y que no fue tenido en cuenta por el
Juzgado y la Audiencia a pesar de haber sido puesto
de manifiesto por el mismo recurrente para evitar la situa-
ción de indefensión.

4. En providencia de 10 de septiembre de 1998,
se señaló para la deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 14 del mismo mes.

II. Fundamentos jurídicos

1. Los términos en que se plantea la presente peti-
ción de amparo están muy nítidos. Se invoca como vul-
nerado el derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1
C.E.) ante una situación de indefensión cuya realidad
afirma el demandante, surgida, principalmente, como
consecuencia de no haber sido debidamente citado para
la vista de un recurso de apelación contra una Sentencia
dictada en juicio de faltas donde había resultado absuel-
to. En efecto, el recurrente, una vez personado ante la
Sección Cuarta de la Audiencia Provincial de Las Palmas,
no tiene ninguna comunicación procesal hasta la citación
a fin de que compareciera en el Juzgado para la noti-
ficación y entrega de la Sentencia dictada, finalmente,
por la Sección Quinta y que, estimando la apelación,
condenaba al demandante de amparo. Es decir, no se
le comunica el cambio de Sección del rollo de apelación
ni se le notifica la fecha de celebración de la vista, no
pudiendo considerarse con ese valor la comunicación
telefónica que el día anterior se hizo al Abogado del
demandante, pues, como ya ha señalado este Tribunal,
la notificación por teléfono no es medio idóneo para
emplazamientos y citaciones a juicio oral del acusado
o del condenado a la vista en segunda instancia (por
todas, STC 105/1993).

2. El análisis de la cuestión planteada no requiere,
claro está, muy largo desarrollo. El derecho a la tutela
judicial efectiva, y más en concreto el derecho a un pro-
ceso público con todas las garantías, no solo incluye
el derecho de acceso a la justicia, sino también, como
es obvio, el de hacerse oír por ésta y, por tanto, el de
ser emplazado en la forma legalmente prevista para así
poder comparecer en aquellas actuaciones judiciales
cuya finalidad es precisamente la de dar a las partes
la ocasión de hacerse oír, de expresar cuanto convenga
a la defensa de sus derechos e intereses legítimos. La
omisión de tal emplazamiento, cuando no es suplida por
una actividad espontánea de las partes, a la que en modo
alguno están obligadas, vicia las actuaciones judiciales
realizadas sin el concurso de la parte ausente y entraña,
en consecuencia, la inconstitucionalidad de las decisio-
nes adoptadas. En efecto, ya dijimos en nuestra STC
118/1993 que «los actos de comunicación son, por su
autor, actos del órgano jurisdiccional donde se sigue
cualquier proceso y su función está conectada direc-
tamente a muchos de los principios rectores de esta
institución, como el de contradicción, pero muy espe-
cialmente al derecho de defensa. Se trata de evitar que
la decisión judicial pueda producirse inaudita parte y
que nadie pueda ser condenado sin ser oído con todo
lo que tal audiencia comporta, no sólo en la primera
instancia, sino en las sucesivas, pues el sistema de recur-
sos forma parte también del conjunto de la tutela judicial.
Por ello —concluiamos— las oficinas judiciales han de
cumplir con este deber de notificar, citar, emplazar y
requerir, según cada coyuntura exija, con la máxima dili-
gencia, cuidando de asegurar que la comunicación llegue
a conocimiento real y efectivo de su destinatario, ya
que en otro caso se le colocaría en la situación de inde-
fensión proscrita constitucionalmente».

En tal sentido, hemos acentuado que el principio de
contradicción constituye una exigencia ineludible vincu-
lada al derecho a un proceso con todas las garantías,
para cuya observancia adquiere singular relevancia el
deber de los órganos judiciales de posibilitarlo. De modo
que sólo la incomparecencia en el proceso o en el recurso
debida a la voluntad expresa o tácita de la parte o a
su negligencia podría justificar una resolución sin haber
oído sus alegaciones y examinado sus pruebas. De ahí
que la defensa contradictoria representa una exigencia
ineludible para que las garantías constitucionales del pro-
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ceso resulten aseguradas por el órgano judicial (SSTC
109/1993, 202/1993, 155/1995, 80/1996 y
32/997, entre otras). Y se vulnera el derecho a la tutela
judicial efectiva del art. 24.1, produciendo indefensión,
cuando el sujeto, sin haber tenido oportunidad de alegar
y probar sus derechos en el proceso, los ve finalmente
afectados por la resolución recaída en el mismo.

3. Las sobredichas consideraciones convienen per-
fectamente al caso y llevan derechamente a la concesión
del amparo, ya que las respectivas oficinas de las Secre-
tarías judiciales no practicaron correctamente las noti-
ficaciones, los emplazamientos y las citaciones al
recurrente durante el curso del proceso, que finalizó con
la celebración de la vista sin que aquél pudiera hacerse
oír en acto tan trascendente, privándole así de la posi-
bilidad de alegar y probar lo que a su derecho conviniera.
Es evidente, pues, que se produjo en su perjuicio la inde-
fensión proscrita por el art. 24.1 C.E., como consecuencia
de haberse omitido una garantía que, según reiterada
doctrina de este Tribunal, también es exigible en el juicio
de faltas (SSTC 22/1987, 41/1987, 102/1987,
236/1993, 327/1993 y 10/1995, entre otras). Por todo
ello debe ser reconocido tal agravio como paso previo
para reponer al demandante en la situación procesal
idónea para su defensa en juicio.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado y, en consecuencia:

1.o Declarar que se ha vulnerado al demandante
su derecho a la tutela judicial efectiva sin indefensión.

2.o Restablecerle en el mismo y, en consecuencia,
declarar la nulidad de la Sentencia de 25 de marzo de
1994 de la Sección Quinta de la Audiencia Provincial
de Las Palmas, rollo núm. 40/93, dictada en apelación
de juicio de faltas núm. 3.597/88, a fin de que la vista
correspondiente pueda celebrarse con citación de las
partes.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a catorce de septiembre de mil nove-
cientos noventa y ocho.—José Gabaldón López.—Fernan-
do García-Mon y González-Regueral.—Rafael de Mendi-
zábal Allende.—Julio Diego González Campos.—Carles
Viver i Pi-Sunyer.—Tomás S. Vives Antón.—Firmados y
rubricados.

24147 Sala Segunda. Sentencia 177/1998, de 14
de septiembre de 1998. Recurso de amparo
2.730/1996. Contra Auto de la Audiencia
Provincial de Pontevedra que desestimó recur-
so de queja instado contra los Autos del Juz-
gado de Primera Instancia e Instrucción
núm. 1 de Cambados, dictados en diligencias
previas por los que se decretó y confirmó la
prisión provisional del demandante. Vulnera-
ción del derecho a la libertad: Auto de prisión
provisional insuficientemente motivado.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don José Gabaldón López, Presidente; don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Rafael

de Mendizábal y Allende, don Julio Diego González Cam-
pos, don Carles Viver i Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.730/96, promovido
por don José Antonio Barcala Doval, representado por
el Procurador de los Tribunales don Miguel Torres Álva-
rez y asistido del Letrado don Francisco Villaverde Barrei-
ro, contra Auto de la Sección Cuarta de la Audiencia
Provincial de Pontevedra de 8 de junio de 1996, por
el que se desestimó el recurso de queja presentado con-
tra los Autos del Juzgado de Primera Instancia e Ins-
trucción núm. 1 de Cambados de fecha 28 de febrero
y 19 de marzo de 1996, dictados en las diligencias pre-
vias 222/96, por los que se decretó y confirmó la prisión
provisional del demandante. Ha sido parte el Ministerio
Fiscal, siendo Ponente el Magistrado don Tomás S. Vives
Antón, que expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito, que tuvo entrada en este Tri-
bunal el día 5 de julio de 1996, don José Antonio Barcala
Doval, representado por el Procurador de los Tribunales
don Miguel Torres Álvarez y asistido del Letrado don
Francisco Villaverde Barreiro, presentó demanda de
amparo contra el Auto de la Sección Cuarta de la Audien-
cia Provincial de Pontevedra, de 8 de junio de 1996,
por el que se desestimó recurso de queja presentado
contra los Autos del Juzgado de Primera Instancia e
Instrucción núm. 1 de Cambados, de fecha 28 de febrero
y 19 de marzo de 1996, dictados en las diligencias pre-
vias 222/96, por los que se decretó y confirmó la prisión
provisional del demandante.

2. Los hechos relevantes, tal como se desprenden
de la demanda y documentos que la acompañan, así
como de las actuaciones reclamadas, son los siguientes:

a) La Juez de Instrucción núm. 1 de Cambados auto-
rizó, el 27 de febrero de 1996, la entrada y registro
de la vivienda del recurrente, el bar que regentaba su
esposa, y el alpendre de la vivienda de su suegra, sito
enfrente de la referida vivienda, al ser policialmente con-
siderado sospechoso de dedicarse al tráfico de drogas.
Como consecuencia de los registros, fue hallada en el
alpendre una importante cantidad de cocaína —más de
17 kilogramos— y de haschís -más de 16 kilogramos-,
así como un millón y medio de pesetas en metálico en
su dormitorio y otros objetos que se recogen en el ates-
tado inicial. Tras tomar declaración a los detenidos, por
Auto de 28 de febrero de 1996, la Juez de Instrucción
decretó la prisión provisional del demandante de amparo,
imponiendo a su mujer una fianza de 250.000 pesetas
con la que podría eludirla, todo ello en el seno de las
diligencias previas 222/96, seguidas por delito contra
la salud pública.

Dicha resolución, tras expresar en el antecedente de
hecho que los detenidos habían sido puestos a dispo-
sición del Juzgado, contenía un único fundamento jurí-
dico que expresaba textualmente lo siguiente: «Los
hechos relatados revisten los caracteres del delito que
se dirá y que de lo actuado aparecen motivos bastantes
para creer responsable/s criminalmente de tales hechos
a persona/s determinada/s, y teniendo en cuenta las
penas señaladas en el Código penal para dicho delito,


